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D. Juan Carlos Orenes Ruiz 

Secretario General Técnico  

Departamento de Cultura, Deporte y Turismo 

 

El Consejo de Transparencia de Navarra, en sesión celebrada el día 13 

de octubre de 2025 emitió el siguiente Informe: 

 

INFORME QUE EMITE EL CONSEJO DE TRANSPARENCIA DE NAVARRA 

AL ANTEPROYECTO DE LEY FORAL DE ARCHIVOS, GESTIÓN DE 

DOCUMENTOS Y PATRIMONIO DOCUMENTAL. 

 

 

Mediante escrito de 23 de septiembre de 2025, la Secretaría General Técnica 

del Departamento de Cultura, Deporte y Turismo, en cumplimiento de lo 

dispuesto en el artículo 64.1.c) de la Ley Foral 5/2018, de 17 de mayo, de 

Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, solicita al 

Consejo de Transparencia de Navarra informe preceptivo en relación con el 

anteproyecto de Ley Foral de Archivos, Gestión de Documentos y Patrimonio 

Documental. 

 

El Consejo de Transparencia de Navarra, reunido en sesión ordinaria el 13 de 

octubre de 2025, aprueba por unanimidad el informe que se transcribe 

seguidamente.  

 

Ha sido ponente del informe Juan Luis Beltrán Aguirre 

 

 

I. Sobre el tratamiento dado a los archivos públicos en la tramitación 

parlamentaria de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, 

acceso a la información pública y buen gobierno.   

 

El proyecto de Ley de transparencia, acceso a la información pública y buen 

gobierno remitido a las Cortes Geerales1, incorporaba la siguiente disposición 

adicional:  

 

                                                           
1 Boletín Oficial las Cortes Generales de 7 de septiembre de 2012 
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Disposición adicional primera. Regulaciones especiales del derecho de 

acceso a la información pública. 

1. La normativa reguladora del correspondiente procedimiento administrativo 

será la aplicable al acceso por parte de quienes tengan la condición de 

interesados en un procedimiento administrativo en curso a los documentos 

que se integren en el mismo. 

2. Se regirán por su normativa específica, y por esta Ley con carácter 

supletorio, aquellas materias que tengan previsto un régimen jurídico 

específico de acceso a la información. 

3. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, esta Ley será de 

aplicación, en lo no previsto en sus respectivas normas reguladoras, al 

acceso a la información ambiental, a la destinada a la reutilización y a la 

obrante en los archivos que no tengan la consideración de archivos de oficina 

o gestión. 

 

Así pues, conforme al apartado 3 de esta disposición adicional, se regirían por 

su normativa específica el acceso a la información obrante en archivos que no 

sean de gestión o de oficina, que, en terminología del reglamento estatal, son los 

generales, los intermedios y los históricos. La ley de transparencia solo sería de 

aplicación supletoria.2    

 

Durante la tramitación parlamentaria del proyecto de ley se solicitó la opinión a 

diversos expertos y a la Asociación de Archiveros de la Función Pública. En 

general, todos coincidieron en que esa previsión normativa era desafortunada 

pues hacía depender el alcance del derecho de la ciudadanía de acceso a la 

información pública según en qué tipo de archivo obre la información solicitada. 

En concreto, la presidenta de la Asociación de Archiveros (Rosana de Andrés) 

advirtió que “la falta de una política de gestión documental adecuada nos ha 

conducido a que información de las mismas fechas y contenidos se encuentre 

repartida tanto en archivos de oficina como centrales, generales, intermedios e 

históricos. Como esa política no ha existido, ha funcionado el azar y las 

circunstancias. ¿Cuáles son? La abundancia o falta de espacio, los traslados de 

edificios, la negligencia -o diligencia- de los gestores públicos, etc. Hacer 

depender el alcance del derecho de los ciudadanos según en qué tipo de archivo 

obre la información a la que se intenta acceder es un sinsentido. ¿Por qué 

algunas solicitudes de información, en función del archivo en el que obren, se 

van a regir por una normativa de transparencia o por una normativa específica 

de archivos estatal o autonómica? En segundo lugar, las denominaciones de los 

                                                           
2 El Capítulo IV del vigente Real Decreto 1708/2011, de 18 de noviembre, por el que se establece 
el Sistema Español de Archivos y se regula el Sistema de Archivos de la Administración General 
del Estado y de sus Organismos Públicos y su régimen de acceso, establece el procedimiento 
común para el acceso a los documentos obrantes en los archivos de la Administración General 
del Estado, así como de las entidades de Derecho público vinculadas o dependientes de ella, 
que no tengan la consideración de archivos de oficina o gestión. El CTBG, en resolución 9/2016, 
de 11 de abril, consideró que constituye una normativa específica de acceso. 
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distintos tipos de archivos en la Administración General del Estado en las 

Comunidades Autónomas pueden variar según las legislaciones y las prácticas, 

y pueden surgir problemas de concepto y problemas de aplicación. La ley no 

aclara con precisión, sino que plantea dudas sobre cuál es el régimen de los 

archivos centrales.”3 

 

En esa comparecencia de expertos, el profesor Emilio Guichot defendió la 

posibilidad de establecer un régimen particular exclusivamente para el acceso a 

documentos obrantes en archivos históricos ya que sirven a una finalidad 

diferente, que es la cultural, y dependen del Ministerio de Cultura, lo que 

justificaría que haya unas reglas propias de acceso. Por el contrario, la 

presidenta de la Asociación de Archiveros defendió que tampoco esa excepción 

sería coherente sino un grave error por su falta de realismo teniendo en cuenta 

que los archivos históricos albergan documentos con especial vocación cultural, 

pero que también pueden tener eficacia probatoria actual.4  

 

La propuesta mayoritaria de los expertos comparecientes, así como de diversos 

autores5, fue que se unificara el acceso a la información sin diferenciar entre el 

tipo de archivo en que se encuentre, y que el único régimen de acceso fuera el 

establecido en la ley de transparencia. En fin, se trataría de reconducir a un único 

régimen jurídico el acceso a la información con independencia de la fase en la 

que se encuentre a efectos de su tratamiento archivístico.6 

 

La propuesta fue aceptada7 y se suprimió del apartado 3 la referencia a los 

archivos.8 Así, en la vigente Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, 

acceso a la información pública y buen gobierno. El apartado 3 tiene la siguiente 

redacción: 

                                                           
3 Diario de sesiones del Congreso de los Diputados, n. 290, de 20 de marzo de 2013, p. 5.  
4 Diario de sesiones del Congreso de los Diputados, n. 290, de 20 de marzo de 2013, pp. 5 y 6 y 
EMILIO GUICHOT y CONCEPCIÓN BARRERO RODRÍGUEZ, El derecho de acceso a la 
información pública, Tirant lo Blanch, 2020, pp. 796-797. 
5 Véase por toda, BARRERO RODRÍGUEZ, CARMEN, La disposición adicional 1.3 del Proyecto 
de Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno y sus negativos 
efectos en el ámbito de aplicación del derecho de acceso a la información, en Revista Española 
de Derecho Administrativo, nº. 158, 2013, pp. 221-246. 
6 Así lo aprecio también años más tarde el Subgrupo de Trabajo constituido en el año 2022 para 
la Reforma de la Ley 19/2013 de Transparencia. Véase la Ponencia para el debate en el subgrupo 
de trabajo sobre el ámbito subjetivo y regímenes espaciales (sesión de 21 de marzo de 2022): 
https://transparencia.gob.es/transparencia/transparencia_Home/index/Gobierno-abierto/Grupo-
Trabajo-de-Reforma-Ley-de-Transparencia.html 
7 Se aprobó la enmienda de PSOE con la justificación de que “se unifica el acceso a la 

información sin diferenciar entre el tipo de archivo en el que se encuentre, garantizando así la 
igualdad en el acceso independientemente de la ubicación de la información.” 
8 Parece, por tanto, que habría que entender derogado implícitamente el Capítulo IV del vigente 

Real Decreto 1708/2011, de 18 de noviembre, por el que se establece el Sistema Español de 
Archivos. Así se pronuncian Emilio GUICHOT y Concepción BARRERO en El Derecho de Acceso 
a la Información Pública, tirant lo blanch, 2020, p. 801. No obstante, el CTBG entiende que está 
vigente y por ser un régimen específico inadmite las reclamaciones. 

https://transparencia.gob.es/transparencia/transparencia_Home/index/Gobierno-abierto/Grupo-Trabajo-de-Reforma-Ley-de-Transparencia.html
https://transparencia.gob.es/transparencia/transparencia_Home/index/Gobierno-abierto/Grupo-Trabajo-de-Reforma-Ley-de-Transparencia.html
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3. En este sentido, esta Ley será de aplicación, en lo no previsto en sus 

respectivas normas reguladoras, al acceso a la información ambiental y a la 

destinada a la reutilización. 

   

En síntesis, la ley transparencia básica estatal en su redacción final pretendió 

dar un tratamiento único al acceso a cualquier tipo de información, tanto la 

referida a procedimientos en curso como a los finalizados, estén archivados o no 

en cualquier tipo de archivo, lo que implicaba en el ámbito estatal una derogación 

implícita del artículo 57 de la Ley de Patrimonio Histórico (LPH), pero el artículo 

15.3.a) de aquella hace referencia expresa al artículo 57 LPH como criterio para 

valorar cuándo debe prevalecer la publicidad y cuándo la confidencialidad 

respecto de información que contenga datos personales, lo que ha generado 

posiciones contrarias entre los órganos garantes de la transparencia y cierta 

confusión respecto de cuál sea el régimen aplicable a los archivos de la 

Administración General del Estado que no sean de gestión o de oficina, si la 

legislación de transparencia o la legislación de archivos.  

 

Concretamente, el Consejo estatal de Transparencia y Buen Gobierno está 

interpretando que subsiste la diferenciación establecida en la normativa de 

patrimonio histórico español y archivos, y por ser un régimen específico de 

aplicación preferente inadmite las reclamaciones entendiendo que no cabe 

supletoriamente reclamar. Por el contrario, la mayoría de los órganos garantes 

de la transparencia cuando resuelven atendiendo también a las leyes 

autonómicas de archivos admiten y resuelven las reclamaciones. El CTN admite 

las reclamaciones pues así, además, lo dispone expresamente nuestra Ley Foral 

de Transparencia. 

 

II. El tratamiento dado a los archivos por la legislación autonómica de 

archivos y documentos. 

 

Siguiendo las pautas recomendadas por los expertos de garantizar la igualdad 

en el acceso con independencia de la ubicación de la información en los 

archivos, algunas leyes autonómicas de archivos y documentos han regulado 

expresamente el acceso a la información contenida en los archivos públicos, 

determinado que, en todos los casos, no solo en los archivos de oficina o de 

gestión, se aplicará únicamente el régimen general de acceso establecido en la 

legislación de transparencia. Así pues, unifican el régimen de acceso a los 

archivos, pero sin perjuicio de que se pueda añadir en la ley de archivos algún 

límite al derecho o alguna condición específica al ejercicio del derecho.  

 

Así, entre otras, las siguientes leyes autonómicas reguladoras de los archivos: 

 

Ley 10/2001, de 13 de julio, de Archivos y Documentos, de Cataluña: 
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Artículo 34. Acceso a los documentos públicos. 

1. Las personas tienen derecho a acceder a los documentos públicos en los 

términos y con las condiciones que establecen la Ley 19/2014, de 29 de 

diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen 

gobierno, y el resto de normativa de aplicación. 

2. Las administraciones públicas y los archivos integrantes del Sistema de 

Archivos de Cataluña han de dotarse de los recursos y medios técnicos 

necesarios para facilitar a los ciudadanos el ejercicio del derecho de acceso 

a los documentos. 

 

Ley 7/2011, de 3 de noviembre, de Documentos, Archivos y Patrimonio 

Documental de Andalucía. 

 

Artículo 61. Acceso a los documentos de titularidad pública y a su 

información. 

El acceso a los documentos de titularidad pública y a su información se 

ajustará a lo dispuesto en la Constitución, en la Ley de Transparencia, 

Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, en la Ley de 

Transparencia Pública de Andalucía, en la presente ley y demás normas que 

resulten de aplicación. 

 

Artículo 62. Derecho de acceso a los documentos de titularidad pública. 

1. El derecho de acceso sólo podrá ser restringido o denegado en aplicación 

de los límites y causas de inadmisión establecidos en la Ley de 

Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, y en la Ley 

de Transparencia Pública de Andalucía.9 

                                                           
9 La R 96/2017, de 28 de junio, del CTyPD de Andalucía, analiza el alcance de estos artículos 

señalando:  La cuestión que plantea la presente reclamación versa, por tanto, sobre la aplicación 
del apartado segundo de la Disposición Adicional Cuarta LTPA, que reproduce la norma básica 
contenida en el apartado segundo de la Disposición Adicional Primera LTAIBG: “Se regirán por 
su normativa específica, y por esta ley con carácter supletorio, aquellas materias que tengan 
previsto un régimen jurídico específico de acceso a la información”. Habremos, pues, de analizar 
a continuación si la petición de obtener copia de las tasas y tarifas fijadas por el Ayuntamiento 
desde el año 1993, en la medida en que se trata de una documentación que se halla en el Archivo 
Municipal, debe canalizarse y resolverse de conformidad con lo previsto en la LTPA o si, por el 
contrario, cuenta con un régimen particular de acceso, en cuyo caso la cuestión resultaría ajena 
a las funciones de este Consejo. 
Tercero. Pues bien, por lo que a este asunto concierne, podemos ya adelantar que resulta de 
plena aplicación el sistema de acceso establecido en la LTPA. Que la voluntad del legislador 
andaluz fue sujetar este tipo de solicitudes al régimen general de acceso regulado en la LTPA, 
es una conclusión evidente que se desprende de la circunstancia de que la propia LTPA 
acometiera, a tal objeto, en su Disposición Final Tercera, la modificación de la Ley 7/2011, de 3 
de noviembre, de Documentos, Archivos y Patrimonio Documental de Andalucía (en adelante, 
LDAPDA). 
Así, el reformado art. 61 LDAPDA establece que el “acceso a los documentos de titularidad 
pública y a su información se ajustará a los dispuesto en la Constitución, en la Ley de 
Transparencia, Acceso a la Información y Buen Gobierno, en la Ley de Transparencia Pública de 
Andalucía, en la presente ley y demás normas que resulten de aplicación”; y suprime la referencia 
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2. El acceso material a los documentos podrá ser denegado cuando el 

estado de conservación de los mismos así lo requiera, pudiendo ser 

sustituido por una reproducción veraz. 

3. Se denegará la consulta directa de los documentos originales a las 

personas que hayan sido condenadas por sentencia firme por la comisión de 

delitos contra la seguridad y conservación del Patrimonio Documental. 

Queda exceptuada de esta limitación la consulta de los documentos 

pertenecientes a procedimientos en los que sean parte interesada. 

4. La Comisión Andaluza de Valoración de Documentos podrá establecer 

criterios homogéneos sobre la aplicación de la normativa sobre la 

materialización del acceso a los archivos, en los términos previstos en la 

legislación sobre transparencia, considerando el estado de conservación de 

los documentos. 

 

Ley 6/2022, de 5 de agosto, de Archivos y Gestión Documental de las Illes 

Balears 

 

Artículo 68 

Régimen general 

1. Todo el mundo tiene derecho a acceder a los documentos públicos en los 

términos y en las condiciones que establecen la Ley 19/2013, de 9 de 

diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen 

gobierno, y el resto de normativa de aplicación. 

2. No obstante, en el caso de los archivos históricos, que disponen de 

infraestructuras adecuadas para facilitar al público el acceso a los 

documentos de forma directa -en una sala de lectura- o bien indirecta -a 

través de una copia digitalizada-, deberá facilitarse el acceso de acuerdo con 

lo dispuesto en este título. 

 

Ley 6/2023, de 30 de marzo, de Archivos y Documentos de la Comunidad de 

Madrid. 

 

Artículo 62. Derecho de acceso a los documentos. 

1. Todas las personas, tanto a título individual y en su propio nombre, como 

en nombre y representación de otras personas físicas o de las personas 

                                                           
que hacía la anterior redacción a que la Comisión Andaluza de Valoración y Acceso a los 
Documentos velaría por la aplicación de la legislación vigente en materia de acceso. Y 
consecuentemente con esta declaración general, el art. 62.1 LDAPDA dispone ahora que “[e]l 
derecho de acceso sólo podrá ser restringido o denegado en aplicación de los límites y causas 
de inadmisión establecidos en la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen 
Gobierno, y en la Ley de Transparencia Pública de Andalucía”. Y, en fin, abundando en esta 
dirección, el modificado art. 63.1 LDAPDA contempla que “[e]l ejercicio del derecho de acceso a 
los documentos de titularidad pública y obtención de copias de los mismos está sujeto… al 
procedimiento que se regula en la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen 

Gobierno, y en la Ley de Transparencia Pública de Andalucía”. 
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jurídicas legalmente constituidas, tienen derecho a acceder a los 

documentos de titularidad pública que se custodien en archivos que formen 

parte del Sistema de Archivos de la Comunidad de Madrid en los términos 

previstos en los artículos 20.1 d) y 105 b) de la Constitución Española y en 

la Ley 10/2019, de 10 de abril, de Transparencia y de Participación de la 

Comunidad de Madrid. 

 

Artículo 64. Principios generales. 

1. El acceso a los documentos solamente podrá ser denegado o restringido 

por las causas expresamente establecidas en los artículos 34 y 35 de la Ley 

10/2019, de 10 de abril, de Transparencia y de Participación de la 

Comunidad de Madrid y en el resto de la legislación vigente. 

 

III. El tratamiento dado a los archivos en la Ley Foral 5/2018 de 

Transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno. 

 

Navarra siguió esta tendencia y en la Ley Foral 5/2018, de 17 de mayo, de 

Transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, sienta la regla 

de que esta Ley Foral será de aplicación general en todos los casos, si bien 

prevé posibles limitaciones añadidas para el acceso a archivos por razón de la 

protección de determinados intereses públicos o de la protección de datos de 

carácter personal, limitaciones que deberán estar en normas con rango de ley. 

Así, la disposición adicional séptima establece: 

   

1. Esta ley foral será de aplicación, con carácter general, a toda la actividad 

relacionada con el acceso a la información pública de las Administraciones 

Públicas, instituciones públicas y entidades contempladas en el artículo 2 de 

la misma. 

El acceso a la información medioambiental, sobre ordenación del territorio y 

urbanismo, sobre archivos y documentos históricos y subvenciones, se 

regirá por lo dispuesto en esta ley foral, salvo en aquellos supuestos en que 

la normativa especial establezca con rango de ley limitaciones para el acceso 

por razón de la protección de determinados intereses públicos o de la 

protección de datos de carácter personal. 

No obstante lo anterior, se regirán por su normativa específica el acceso a la 

información tributaria, sanitaria, policial y cualquier otra información en que 

una norma con rango de ley declare expresamente el carácter reservado o 

confidencial de la información. 

En lo que no prevea la normativa específica, será de aplicación supletoria 

esta ley foral. 

2. En todos los casos, y cualquiera que sea la normativa aplicable, el Consejo 

de Transparencia de Navarra será competente para velar por el cumplimiento 

del derecho de acceso a la información pública y examinar las reclamaciones 

contra los actos y resoluciones que se dicten de concesión o denegación 



 

8 
 

total o parcial de acceso a la información pública, salvo en los casos del 

Parlamento de Navarra, Cámara de Comptos, Consejo de Navarra y 

Defensor del Pueblo de Navarra. 

 

Como se desprende de la lectura de esta disposición adicional séptima, en el 

ámbito de archivos y documentos históricos solo se prevé la aplicación de límites 

sustantivos para atender a una finalidad de tutela de intereses públicos o de 

protección de datos, que deberán estar contemplados en una norma con rango 

de ley. Es una opción depurada desde la perspectiva de la seguridad jurídica, en 

la medida en que se identifican los ámbitos de actividad administrativa (medio 

ambiente, ordenación del territorio y urbanismo, archivos y subvenciones) que 

en sus normas reguladoras incorporan limitaciones particulares, y que, por tanto, 

realmente no operará un desplazamiento de la ley foral de transparencia por 

contener un régimen de acceso alternativo10, sino que exigirá la aplicación 

directa de esos límites.  

 

Por el contrario, operará el desplazamiento de la ley foral de transparencia, que 

pasará a ser supletoria, respecto de la normativa tributaria, sanitaria, policial y 

cualquier otra información en que una norma con rango de ley declare 

expresamente el carácter reservado o confidencial de la información. Realmente, 

no son regímenes específicos de acceso sino tan solo leyes que establecen una 

prohibición de divulgación de determinada información. Se viene entendiendo 

                                                           
10 El TS en sentencia 748/2020, de 11 de junio de 2020, aclara qué ha de entenderse por régimen 
específico, diciendo: (…) las previsiones contenidas en la Ley 19/2013, de Transparencia y Buen 
Gobierno, por lo que respecta al régimen jurídico previsto para al acceso a la información pública, 
sus límites y el procedimiento que ha de seguirse, tan solo quedan desplazadas, actuando en 
este caso como supletoria, cuando otra norma legal haya dispuesto un régimen jurídico propio y 
especifico de acceso a la información en un ámbito determinado, tal y como establece la 
Disposición adicional primera apartado segundo de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre. Ello exige 
que otra norma de rango legal incluya un régimen propio y específico que permita entender que 
nos encontramos ante una regulación alternativa por las especialidades que existen en un ámbito 
o materia determinada, creando una regulación autónoma respecto de los sujetos legitimados 
y/o el contenido y límites de la información que puede proporcionarse (…). La sentencia 

314/2021, de 8 de marzo de 2021, complementa esta doctrina añadiendo: Debemos ahora avanzar 
en la determinación del alcance de la disposición adicional primera, apartado segundo, de la Ley de 

Transparencia, precisando qué debemos entender por un régimen específico alternativo y cómo 
opera la supletoriedad de la Ley de Transparencia. Así, hemos de aclarar, en primer lugar, que 
sin duda hay un régimen específico propio cuando en un determinado sector del ordenamiento 
jurídico existe una regulación completa que desarrolla en dicho ámbito el derecho de acceso a 
la información por parte, bien de los ciudadanos en general, bien de los sujetos interesados. En 
tales supuestos es claro que dicho régimen habrá de ser aplicado con carácter preferente a la 
regulación de la Ley de Transparencia, que en todo caso será de aplicación supletoria para 
aquellos aspectos que no hayan sido contemplados en tal regulación específica siempre, claro 
está, que resulten compatibles con ella.  
Pues bien, la mayoría de la legislación sectorial no incorpora un régimen de acceso propio y 
específico, que para tenerlo como tal debe ser completo y acabado, sino que se limita a 
incorporar alguna o algunas limitaciones que se añaden a las previstas en la legislación de 
transparencia, y/o algunos requisitos en el ejercicio del derecho de acceso, por lo que esta no 
queda desplazada por esa ley sectorial. Por ejemplo, la STS 257/2021, de 24 de febrero, niega 
que la Ley General Tributaria incorpore un régimen específico de acceso.  



 

9 
 

que diseñan un régimen propio de confidencialidad, y la clave está en esclarecer 

qué datos han de considerarse confidenciales y en la ponderación de cuando el 

secreto debe prevalecer sobre el valor de la transparencia11.  

 

Pues bien, el artículo 20 de la todavía vigente Ley Foral 12/2007, de Archivos y 

Documentos, estableció unos límites específicos:  

 

Artículo 20. Acceso a la documentación. 

1. Todas las personas podrán ejercer el derecho de acceso a los archivos, 

así como el de consulta de los documentos integrantes del Patrimonio 

Documental de Navarra, incluida la obtención de copias, de acuerdo con la 

legislación aplicable en cada caso, cualquiera que sea la titularidad de la 

documentación. 

2. Únicamente se establecerán restricciones en los supuestos en los que 

prevalezca la salvaguarda de derechos fundamentales de las personas, así 

como en los regulados por normativa específica12 que así lo disponga. 

3. En el caso de las Administraciones Públicas, los plazos de accesibilidad 

serán establecidos por la correspondiente comisión de evaluación 

documental. En tanto no se fijen dichos plazos, con carácter general las 

exclusiones establecidas legalmente en cuanto a la consulta de documentos 

públicos quedan sin efecto a los 30 años de la producción del documento, 

salvo que la legislación específica disponga otra cosa. 

4. Cuando los documentos contengan datos que puedan afectar a la 

seguridad, al honor, la intimidad o la imagen de las personas, como norma 

general y salvo que la legislación específica disponga otra cosa, podrán ser 

objeto de consulta con el consentimiento de los afectados, o cuando hayan 

                                                           
11 La Sentencia de la Audiencia Nacional de 2 de diciembre de 2011 (SAN 5386/2011) ya dijo que 

el concepto “confidencial” es un concepto jurídico indeterminado, por lo que hay que atender a 
las circunstancias del caso concreto para determinar si una información tiene o no ese carácter. 
En consecuencia, la declaración de confidencialidad es una decisión que resulta de valorar los 
distintos principios en juego, atendiendo a las circunstancias de cada caso concreto y siempre 
motivadamente (RCTBG de 16 de febrero de 2017 (R/AJ/683/2016). 
12 El CTBG ha considerado, de forma reiterada, que existe un régimen jurídico específico 

establecido en el artículo 57 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español. 
En dicho artículo 57 de la LPHE se establece, como principio general y básico, la libre consulta 
y acceso a la información. Sin embargo, se contemplan unos límites concretos:  
a) Información clasificada que hace referencia a documentos secretos o reservados 
expresamente excluidos de conocimiento público por ley o cuya divulgación entrañaría riesgos 
para la seguridad y defensa del Estado o para la averiguación de delitos (pudiéndose obtener, 
aun en este caso, autorización administrativa para acceder a su contenido)  
b) Información que pueda afectar a la seguridad de las personas, o a sus derechos al honor, a la 
intimidad o a la propia imagen (por incluir datos personales, policiales, procesales o clínicos) -
casos en los que será necesario el consentimiento previo de los afectados (que sólo se 
excepcionará a partir del transcurso de un determinado plazo de 25 años, desde la fecha del 
fallecimiento si es conocida, o 50 años desde la fecha de los documentos, si se ignora la fecha 
de la muerte de la persona.  
 



 

10 
 

transcurrido 25 años desde su muerte, o, si no se conoce la fecha de ésta, a 

los 50 años desde la fecha de finalización del documento. 

 

 

IV. Anteproyecto de Ley Foral de archivos, gestión de documentos y 

patrimonio documental, de Navarra.  

 

1. A modo introductorio. 

 

La efectividad del derecho de acceso a la información pública pasa 

ineludiblemente por disponer de un sistema de gestión documental y de archivos 

bien regulado por la legislación de archivos. Se pregunta FERNÁNDEZ 

RAMOS13 ¿cómo cumplir los cada vez más perentorios plazos para la resolución 

de las solicitudes de acceso a información pública si no es infrecuente que la 

propia Administración titular del documento tenga verdaderas dificultades para 

localizar el documento en cuestión por falta de organización y tratamiento de los 

fondos documentales? En definitiva, -añade- tal como ha puesto de manifiesto la 

experiencia de otros países, pretender implantar un sistema de transparencia 

pública sin garantizar un funcionamiento mínimamente aceptable del sistema de 

archivos y gestión documental, es como poner el carro antes que los bueyes.  

 

Por su parte, Rosana DE ANDRÉS14 ha dicho que unas administraciones 

públicas dotadas de sistemas de gestión de documentos y archivos, establecidos 

conforme a los estándares profesionales, colaboran activamente a mejorar la 

forma en la que los ciudadanos conocen la información pública y puedan ejercer 

adecuadamente sus derechos de participación y control sobre lo público. 

 

No cabe duda, pues, de que transparencia, archivos y gestión documental son 

temáticas que se complementan. Sin embargo, las leyes de transparencia de 

primera generación, entre ellas la Ley Foral 5/2018 de Transparencia, no 

contienen normas específicas sobre archivos o gestión documental tendentes a 

garantizar la efectividad del ejercicio del derecho de acceso. Solo leyes de 

segunda generación, como la Ley 1/2022, de 13 de abril, de Transparencia y 

Buen Gobierno de la Comunitat Valenciana, contemplan esta necesaria relación 

y colaboración.15 

                                                           
13 Marco normativo de los Archivos en el Estado de las Autonomías, en Revista Canaria de 
Patrimonio Documental, nº 11, 2015, p.61. 
14 Rosana De ANDRÉS DÍAZ, Sistema de gestión de documentos y archivos para la 
transparencia y contra la corrupción, en el libro colectivo LA FUNCIÓN DE ARCHIVO Y LA 
TRANSPARENCIA EN ESPAÑA, Universidad Complutense, 2018, p. 31 
15 Incorpora el siguiente artículo: 
Artículo 8. Gestión documental y archivos. 
1. A fin de garantizar la difusión y la transparencia de una información pública objetiva, veraz, 
comprensible y actualizada, las administraciones públicas comprendidas en el ámbito de 
aplicación de esta ley deben adoptar políticas de gestión integral de los documentos, tanto en 
apoyo analógico como electrónico, y deben diseñar e implementar los sistemas y las medidas 
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En fin, los responsables de un sistema de archivos y gestión documental bien 

adaptado a las exigencias de la transparencia y los encargados de gestionar las 

solicitudes de acceso a la información de las Administraciones públicas, deben 

coordinarse y acoplarse a efectos de garantizar un eficaz y rápido acceso a 

información pública.16 La Ley Foral 5/2018 de Transparencia, expresamente lo 

exige cuando en su artículo 8 establece que las “1. Administraciones Públicas de 

Navarra, con objeto de hacer efectivo el derecho a la información pública de los 

ciudadanos y ciudadanas, designarán unidades responsables de la información 

pública, que serán las encargadas, en coordinación con el sistema archivístico 

existente y, en particular, con el archivo electrónico único, de la tramitación, en 

tiempo y forma, de las obligaciones establecidas por esta ley foral.” 

 

En Navarra el sistema de archivos y gestión documental está regulado por la Ley 

Foral 12/2007, de 4 de abril, de Archivos y Documentos. 

 

2. Tipología de archivos según el anteproyecto.  

 

El anteproyecto objeto de este informe, en su artículo 3.1 b) define el Archivo 

como:  

 

Archivo: organismo o institución que desarrolla específicamente funciones 

de organización, descripción, conservación y difusión de documentación, 

con el fin de permitir la utilización de ésta al servicio de la gestión 

administrativa, el conocimiento, la cultura o la investigación. También se 

                                                           
técnicas y organizativas necesarias para garantizar la interoperabilidad, la seguridad, la 
integridad, la conservación, la accesibilidad y la recuperación de la información, así como la 
integración de conjuntos de datos públicos para su reutilización. Así mismo, deben adaptar sus 
sistemas de gestión de la información para que la información y documentación que generen o 
reciban en el ejercicio de sus competencias se conserve y difunda de acuerdo con las premisas 
de transparencia y reutilización. Estas entidades deben publicar las características y criterios de 
su política de gestión documental. 
2. Los archivos públicos que forman parte del Sistema Archivístico Valenciano están sujetos a 
los principios establecidos en esta ley para asegurar el acceso a sus fondos y la transparencia 
en su funcionamiento, en las condiciones establecidas en esta y en la normativa reguladora de 
los archivos de la Comunitat Valenciana, todo ello sin perjuicio de lo que establezca la legislación 
sobre secretos oficiales y la normativa que regula el acceso a archivos o bienes de valor histórico 
o cultural. 
3. Las tablas de valoración documental que apruebe la Junta Calificadora de Documentos 
Administrativos, deben establecer el régimen de conservación y acceso en las series 
documentales sujetas a publicidad activa y solicitadas a través del derecho de acceso. 
16 El art. 19.3 de la Ley 19/2014, de 29 diciembre, de Transparencia de Cataluña, dispone que 

las Administraciones públicas deben establecer un sistema de gestión de documentos, 
información y datos integrado que permita la localización de cualquier documento o información 
y la vinculación automática de cada documento o conjunto de datos a su régimen de acceso y 
publicidad. Un estudio de este artículo en Agustí CERRILLO I MARTÍNEZ El impacto de la gestión 
documental en la transparencia de las Administraciones públicas: la transparencia por diseño, en 
GAPP. Nueva Época – Nº 19, 2018, pp.6-16.  
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entiende por archivo el fondo o el conjunto de fondos y colecciones 

documentales producidos o custodiados por una organización. 

 

Establece los siguientes tipos de archivos atendiendo al ciclo vital de los 

documentos y sus fases17: 

 

- Para la etapa activa o de tramitación del documento: 

 

Artículo 43. Los archivos en las unidades administrativas. 

1. Las unidades administrativas tramitarán los expedientes de los 

procedimientos de su competencia mediante las herramientas de 

tramitación, debiendo aplicar y cumplir, hasta la transferencia e ingesta de 

los expedientes en una plataforma de archivo digital seguro, con los 

requisitos de gestión y conservación definidos por el departamento de la 

Administración de la Comunidad Foral de Navarra competente en materia de 

archivos, gestión de documentos y patrimonio documental. 

 

Artículo 81.7. La consulta de los documentos que estén en fase activa o de 

tramitación será atendida por la unidad administrativa correspondiente, de 

acuerdo con lo establecido en la normativa vigente.18 

 

- Para la etapa semiactiva o de vigencia del documento: 

 

Artículo 44. Archivos centrales y el Archivo de Concentración del Sector 

Público Institucional Foral. 

1. Los departamentos y órganos en los que se estructura la Administración 

de la Comunidad Foral de Navarra podrán concentrar en archivos centrales 

                                                           
17 El artículo 15.2 de la Ley Foral 12/2007, de 4 de abril, de Archivos y Documentos, dispone que 

las edades de los documentos se corresponderán con las siguientes fases: 
a) Fase activa: etapa en que la documentación está en periodo de tramitación o es de uso 
habitual por parte de la oficina productora. Se corresponde con el archivo de gestión o de oficina. 
b) Fase semiactiva: etapa en que la documentación, una vez concluida la tramitación ordinaria, 
mantiene valor administrativo, pero no es de uso habitual por la unidad productora. Se 
corresponde con el archivo intermedio. 
c) Fase inactiva: etapa en que la documentación, una vez concluido su valor administrativo 
primario, se considera útil para la información o la investigación y, por tanto, debe ser conservada 
con carácter permanente. Se corresponde con el archivo histórico. 
18 Si el solicitante es un interesado y el procedimiento está en curso, la normativa aplicable no 
sería la de transparencia sino la del correspondiente procedimiento -LPAC, art. 53-, incluidos los 
recursos generales en ella previstos. Por el contrario, cuando el acceso al procedimiento en curso 
lo solicita un tercero no interesado en ese procedimiento, no procede el reenvío a la LPAC y se 
aplica directamente la legislación de transparencia. Entonces, es doctrina mayoritaria de los 
órganos garantes de la transparencia, entre ellos el de Navarra, que no tiene ningún sentido que 
el interesado sea de peor condición que el no interesado, y, haciendo una interpretación 
integrada, extiende al derecho de acceso de los interesados las previsiones más favorables que 
contiene la legislación de transparencia, como la posibilidad de formular reclamación. Sobre esta 
temática, O. MIR PUIGPELAT, Transparencia y procedimiento administrativo. El derecho de 
acceso al expediente y su conexión con el derecho de acceso a la información púbica, Civitas-
Aranzadi, 2019.     
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propios la documentación en papel producida por sus unidades 

administrativas hasta su transferencia al Archivo Contemporáneo de Navarra 

una vez completado el plazo de 10 años desde su producción. 

 

- Para las etapas semiactiva o de vigencia e inactiva o histórica del documento: 

 

 Artículo 36. El archivo digital seguro. 

1. Las administraciones públicas de Navarra, sus sectores públicos 

institucionales, así como la Universidad Pública de Navarra, se dotarán de 

una plataforma de archivo digital seguro, como repositorio corporativo con 

funcionalidad de archivo electrónico único, para la gestión de los 

documentos y expedientes electrónicos en sus etapas semiactiva o de 

vigencia e inactiva o histórica. 

 

- Para la etapa inactiva o histórica del documento: 

 

Artículo 45. Archivo Contemporáneo de Navarra. 

1. El Archivo Contemporáneo de Navarra, adscrito al departamento de la 

Administración de la Comunidad Foral de Navarra competente en materia de 

archivos, gestión de documentos y patrimonio documental, es el archivo que 

conserva y gestiona la documentación producida por la Administración de la 

Comunidad Foral Navarra desde la constitución del primer Gobierno de 

Navarra en 1984, así como la documentación de origen privado de la historia 

reciente y del presente de Navarra. 

 

Artículo 46. Archivo Real y General de Navarra. 

1. El Archivo Real y General de Navarra, adscrito al departamento de la 

Administración de la Comunidad Foral de Navarra competente en materia de 

archivos, gestión de documentos y patrimonio documental, es el archivo 

histórico de la documentación producida por las instituciones del Reino de 

Navarra, así como por la Diputación Foral y Provincial de Navarra hasta su 

extinción en 1984. 

 

3. Reglas de acceso a la documentación integrante del Patrimonio 

Documental de Navarra. 

 

El anteproyecto aborda el régimen de acceso a la documentación de titularidad 

pública contenida en los archivos, estableciendo las siguientes reglas:  

 

Artículo 78. Reglas comunes. 

1. El acceso a los documentos integrantes del Patrimonio Documental de 

Navarra se regirá por lo dispuesto en este título, en función de su naturaleza 

de documentación de titularidad pública o privada. 
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2. Se podrá denegar la consulta directa de los documentos originales y se 

facilitará en su lugar, siempre que sea posible, acceso indirecto a los mismos 

mediante una reproducción, cuando el estado de conservación de dichos 

documentos u otras razones técnicas así lo aconsejen. 

 

Artículo 79. Régimen de acceso a la documentación19 de titularidad pública. 

Con carácter general, todas las personas tienen derecho a acceder a la 

documentación de titularidad pública. El acceso a la documentación de 

titularidad pública se llevará a cabo conforme a la Ley 19/2013, de 19 de 

diciembre, de 56 Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen 

Gobierno, así como en la Ley Foral 5/2018, de 17 de mayo, de 

Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno. 

 

Artículo 80. Limitaciones específicas del derecho de acceso a documentos 

históricos. 

1. El acceso a los documentos sólo se denegará o restringirá en los 

supuestos siguientes: 

a) Los documentos históricos sobre la que una norma de rango legal haya 

dispuesto su carácter reservado o restringido. 

b) En el caso de documentos históricos que contengan datos personales 

que puedan afectar a la seguridad de las personas, a su honor, a su 

intimidad personal y familiar o a su propia imagen; salvo que se cuente con 

el consentimiento expreso de la persona a la que se refieran dichos datos 

o hayan transcurrido veinticinco años desde la fecha de su muerte o, si 

dicha fecha no fuera conocida, cincuenta años desde la fecha de 

producción del documento. 

2. En todo caso, si la unidad documental a la que se pretende acceder 

contuviera datos de los referidos en la letra b) del apartado anterior y no 

constase en ella la fecha de fallecimiento de la persona a la que se refieren 

los datos, ni tampoco figurara indicación sobre el lugar de su nacimiento o 

defunción, el acceso a dicha unidad documental podrá hacerse siempre 

que hayan transcurrido cincuenta años desde la fecha de producción de 

dicha unidad documental y que no se tenga ninguna noticia de que dicha 

persona está viva. 

3. Así mismo, en el caso de que una unidad documental contuviera datos 

de los referidos en la letra b) del apartado 1 de este artículo que 

correspondan a una pluralidad numerosa de personas que no sean las 

promotoras del procedimiento en el que se haya producido dicha unidad 

documental, ni tampoco aparezcan como las interesadas principales del 

mismo, su acceso podrá hacerse siempre que hayan transcurrido cincuenta 

años desde la fecha de producción de dicha unidad documental, y que, 

                                                           
19 Art. 3: definiciones: documento: unidad de información individualizable, en cualquier soporte o 

formato, cuyo contenido estructurado y contextualizado se presenta como evidencia de las 
acciones, decisiones y funciones propias de las personas físicas y jurídicas. 
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atendidas las circunstancias del caso, no resulte pertinente su acceso 

parcial o la disociación previa de los datos. 

4. A los efectos de este artículo, tienen la consideración de documentos 

históricos los documentos de titularidad pública que superen los 30 años 

de antigüedad. 

 

4. Examen de las reglas de acceso establecidas en el anteproyecto.  

 

El artículo 79 del anteproyecto establece un régimen general único para el 

acceso a la documentación obrante en los archivos con remisión al régimen 

establecido en la legislación de transparencia, como han hecho la mayoría de 

las Comunidades Autónomas que lo ha regulado expresamente. Dice el artículo 

79 que “El acceso a la documentación pública se llevará a cabo conforme a la 

Le 19/2013, de 19 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información 

Pública y Buen Gobierno, así como a la Ley Foral 5/2018, de 17 de mayo, de 

Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno.” Como 

expresa el preámbulo del anteproyecto, se trata de cohonestar este texto legal 

con la citada legislación estatal y foral de transparencia.  

 

Navarra ya había optado por esta solución en la LFTN de 2018 pues la 

Disposición Adicional 7ª sienta la regla de que será de aplicación general en 

todos los casos, si bien prevé posibles limitaciones añadidas para el acceso a 

archivos por razón de la protección de determinados intereses públicos o de la 

protección de datos de carácter personal, limitaciones que deberán estar en 

normas con rango de ley. Así, la disposición adicional séptima establece: 

   

1. Esta ley foral será de aplicación, con carácter general, a toda la actividad 
relacionada con el acceso a la información pública de las Administraciones 
Públicas, instituciones públicas y entidades contempladas en el artículo 2 de 
la misma. 
El acceso a la información medioambiental, sobre ordenación del territorio y 
urbanismo, sobre archivos y documentos históricos y subvenciones, se 
regirá por lo dispuesto en esta ley foral, salvo en aquellos supuestos en que 
la normativa especial establezca con rango de ley limitaciones para el acceso 
por razón de la protección de determinados intereses públicos o de la 
protección de datos de carácter personal. 

 
Como se desprende de la lectura de esta disposición adicional séptima, en el 

ámbito de archivos y documentos históricos el legislador foral de 2018 desplaza 

e invalida la aplicación en Navarra de la D. A.1ª LTAIBG (según esta disposición 

el régimen de acceso regulado en la legislación de archivos es específica y 

preferente a la ley de transparencia -se ha denominado por la doctrina el caballo 

de Troya de la transparencia-). Solo prevé la aplicación de límites sustantivos 

para atender a una finalidad de tutela de intereses públicos o de protección de 

datos, que deberán estar contemplados en una norma con rango de ley. Pues 
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bien, el artículo 80 establece unos concretos límites temporales -20 y 50 años-. 

Precisa el artículo 80 en su apartado 4 que “A los efectos de este artículo, tienen 

la consideración de documentos históricos los documentos de titularidad pública 

que superen los 30 años de antigüedad.”  

 

El artículo 80 enumera unas limitaciones o restricciones en materia de acceso a 

documentos históricos20. Pues bien, los supuestos en los que se deberá denegar 

o restringir el acceso reseñados en los apartados a) y b) del artículo 80 están 

todos descritos en la Ley básica estatal de Transparencia y en la Ley Foral de 

Transparencia. Lo que añade el artículo 80 es fijar unos determinados tiempos 

de acceso -20 y 50 años-.   

 

V. Conclusión. 

 

El Consejo de Transparencia de Navarra emite su informe preceptivo al 

anteproyecto de Ley Foral de Archivos, Gestión de Documentos y Patrimonio 

Documental, con carácter favorable en la medida en que, en general, se 

cohonesta y armoniza con la Ley Foral 5/2018, de 17 de mayo, de transparencia, 

acceso a la información y buen gobierno.    

 

 

Pamplona, 13 de octubre de 2025. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
20 El anteproyecto, en su artículo 3 define el documento histórico como “el documento de 
conservación permanente, de cualquier fecha, que, conforme a su valor histórico, puede ser 
fuente primaria para la elaboración histórica.”  
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Lo que traslado a Vd. para su conocimiento y demás efectos. 

Pamplona/Iruñea, 13 de octubre de 2025 

 

LA SECRETARIA DEL 

CONSEJO DE TRANSPARENCIA DE NAVARRA 

 

 

 

Itziar Ayerdi Fernández de Barrena. 
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